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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 6 de 
mayo de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 141/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 1 de abril de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por ssss 
Seguros y Reaseguros, S.A., debido a los daños ocasionados en un accidente 
por la irrupción de un animal en la calzada. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 9 de abril de 2026, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 141/2026 y se inició el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
a la consejera Sra. Ares González. 
 

Primero.- El 25 de noviembre de 2025 D. yyyy, actuando en nombre 
y representación de ssss Seguros y Reaseguros, S.A., presenta una 
reclamación de responsabilidad patrimonial ante la Administración de Castilla y 
León (Servicio Territorial de Medio Ambiente de la Delegación Territorial de 
xxx1), debido a los daños ocasionados en un vehículo asegurado, en un 
accidente acaecido el 24 de diciembre de 2024, sobre las 19:30 horas, en el 
punto kilométrico 48,50 de la carretera CL-ccc, sentido descendente, en el 
término municipal de xxx2, al irrumpir un jabalí en la calzada y colisionar con 
él. 
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Dirige la reclamación contra la Administración autonómica por ser la 
titular de la carretera y no adoptar las medidas oportunas para impedir que 
los animales puedan acceder a la misma, afirmando que, según el atestado, 
no existía señalización P-24. Además, alega que se trata de un punto 
kilométrico de alta siniestralidad que requería, además de una señalización 
adecuada, la adopción de otras medidas como el vallado de tramos concretos 
o el control de las especies cinegéticas.  

 
Reclama una indemnización de 7.090,62 euros, más los intereses legales 

correspondientes, por los daños causados en el vehículo asegurado.   
 
Adjunta a la reclamación poder notarial, informe estadístico de la Guardia 

Civil (destacamento de xxx1), póliza de seguros, informe pericial de valoración 
de los daños en el vehículo, factura de reparación del taller y justificante de 
pago (transferencia bancaria) por la aseguradora, informe estadístico de la 
DGT de 10 de noviembre de 2025, sobre accidentes de tráfico con intervención 
de animales en la CL-ccc (entre el p.k. 47.00 y 49.00, en el período 
comprendido entre el 1 de enero de 2021 y el 31 de octubre de 2025) y dos 
sentencias a título ilustrativo. 

 
Segundo.- El 3 de diciembre de 2025 se nombra instructora del 

procedimiento, lo que se notifica a la reclamante.  
 
Tercero.- El 29 de diciembre de 2025 y el 16 de enero de 2026 la 

reclamante, a requerimiento de la instructora, aporta documentación 
complementaria relativa a la póliza de seguro vigente en el momento del 
accidente.  

 
Cuarto.- El 4 de febrero de 2026 el técnico del Servicio Territorial de 

Movilidad y Transformación Digital informa sobre la titularidad de la carretera 
y la existencia de señalización P-24. 

 
Quinto.- Concedido trámite de audiencia, la compañía de seguros 

reclamante presenta alegaciones el 13 de febrero de 2026 en las que reitera 
su solicitud, sin aportar nueva documentación.   

 
Sexto.- El 3 de marzo de 2026 el técnico del Servicio Territorial de 

Movilidad y Transformación Digital emite un nuevo informe técnico relativo a 
la siniestralidad alegada por la reclamante.  
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Séptimo.- Concedido nuevo trámite de audiencia, la reclamante 
presenta alegaciones el 10 de marzo de 2026 en las que insiste en que se trata 
de un tramo de alta siniestralidad.  

 
Octavo.- El 23 de marzo de 2026 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por la compañía de seguros, que 

está legitimada para reclamar por los daños en el vehículo al subrogarse por 
pago en la acción del propietario asegurado (artículo 4 LPAC y artículo 43 de 
la Ley 50/1980, de 8 de octubre, del Contrato de Seguro), quedando 
debidamente acreditada la representación con la que actúa.    

 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al delegado 

territorial de la Junta de Castilla y León en la provincia, conforme a lo 
establecido en el artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad de Castilla y León y el artículo 20 del 
Decreto 30/2021, de 4 de noviembre, de desconcentración de competencias 
en el titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en los titulares de 
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sus órganos directivos centrales y en los de las Delegaciones Territoriales de 
la Junta de Castilla y León.  

 
La reclamación se ha formulado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse efectuada a los artículos 32 y siguientes de la  Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, a la que se remite, 
de forma genérica, el artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, la reclamante solicita una 

indemnización por los daños materiales producidos en un accidente de tráfico 
por la irrupción de un animal salvaje en la carretera de titularidad autonómica 
y fundamenta la reclamación en la omisión o no adopción por la Administración 
autonómica de las medidas adecuadas para garantizar la seguridad del tráfico 
rodado, mediante un control cinegético adecuado para que estos animales no 
puedan acceder a la vía pública.  

 
En primer lugar, puede considerarse acreditado el accidente y su forma 

de producción, así como los daños materiales alegados por la reclamante, que 
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no son cuestionados en la propuesta de resolución, a la vista del informe del 
siniestro vial emitido por la Guardia Civil, el informe pericial de valoración de 
los daños en el vehículo y la factura de reparación. Asimismo, el informe del 
Servicio Territorial de Movilidad y Transformación Digital acredita que se trata 
de una carretera de titularidad autonómica.  

 
De acuerdo con el artículo 11.1 de la Ley 4/2021, de 1 de julio, de Caza 

y de Gestión Sostenible de los Recursos Cinegéticos de Castilla y León, “La 
responsabilidad por los daños producidos por las piezas de caza se determinará 
conforme a lo dispuesto en la legislación del Estado, entendiéndose que en 
caso de accidentes de tráfico provocados por piezas de caza la responsabilidad 
se determinará conforme a la normativa sobre tráfico y seguridad vial”. 
 

La normativa aplicable es la disposición adicional séptima del texto 
refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 
Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, que 
establece lo siguiente: 
 

“En accidentes de tráfico ocasionados por atropello de especies 
cinegéticas en las vías públicas será responsable de los daños a personas o 
bienes el conductor del vehículo, sin que pueda reclamarse por el valor de los 
animales que irrumpan en aquéllas. 

 
»No obstante, será responsable de los daños a personas o bienes 

el titular del aprovechamiento cinegético o, en su defecto, el propietario del 
terreno cuando el accidente de tráfico sea consecuencia directa de una acción 
de caza colectiva de una especie de caza mayor llevada a cabo el mismo día o 
que haya concluido doce horas antes de aquél. 

 
»También podrá ser responsable el titular de la vía pública en la 

que se produzca el accidente como consecuencia de no haber reparado la valla 
de cerramiento en plazo, en su caso, o por no disponer de la señalización 
específica de animales sueltos en tramos con alta accidentalidad por colisión 
de vehículos con los mismos”. 

 
 No consta en el informe del accidente elaborado por la Guardia Civil ni 
se ha probado por la Administración que se haya producido infracción de las 
normas de circulación por parte del conductor.  
 

En cuanto a los terrenos colindantes al lugar del siniestro, desde los que 
irrumpió el animal, el atestado de la Guardia Civil indica que “consultada la 



 

 6

Sección de Caza de la Junta de Castilla y León se informa que no ha existido 
acción de caza ese día ni 12 horas antes en el coto vvvv”. No obstante, el 
reclamante no imputa la responsabilidad por este título, dirigiendo su 
reclamación a la Administración autonómica en tanto que titular de la carretera.  

 
Respecto al estado de la vía, el informe técnico de 4 de febrero de 2026 

acredita que el lugar del accidente -p.k. 48,50 de la carretera CL-ccc- se 
encuentra en el interior de un tramo intensamente señalizado por la posible 
presencia de paso de animales en libertad. En el margen izquierdo (sentido 
xxx3), desde donde irrumpe el jabalí según el atestado de la Guardia Civil, 
existen señales P-24 en los p.k. 47,265 y 52,510. 

 
En todo caso, conviene poner de manifiesto que la señalización P-24, de 

conformidad con el artículo 149 del Reglamento General de Circulación, 
aprobado por el Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, es indicativa de 
“Paso de animales en libertad. Peligro por la proximidad de un lugar donde 
frecuentemente la vía puede ser atravesada por animales en libertad”. Esta 
señalización se exige por la disposición adicional séptima del texto refundido 
de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial en 
tramos donde existe alta siniestralidad por este motivo.  

 
La parte reclamante sostiene que además de la señalización P-24 

deberían haberse adoptado medidas adicionales para garantizar la seguridad 
vial porque el lugar del accidente es un tramo de alta siniestralidad. Justifica 
este extremo con un informe de la DGT, del período comprendido entre el 1 
de enero de 2021 y el 30 de octubre de 2025, según el cual se han producido 
8 accidentes en un tramo de 2 km (entre el p.k. 47,00 y el 49,00) en menos 
de cinco años y en que la estadística muestra que los accidentes son cada vez 
más numerosos (3 accidentes en 10 meses en el año 2025). Según el citado 
informe, se ha registrado un accidente en el 2021, dos en el 2022, uno en el 
2023, uno en el 2024 y tres en el 2025, todos ellos por atropello de jabalíes y 
sin víctimas. Cita también la reclamante la sentencia del Juzgado de lo Central 
de lo Contencioso-administrativo n.º 2, de 21 de noviembre de 2022, que cita 
a su vez la sentencia de la Audiencia Nacional de 24 de mayo de 2019, que 
recoge el criterio del Ministerio de Fomento para concretar el concepto jurídico 
indeterminado de “alta siniestralidad”, considerando como tal el siguiente: 
“cuando en un tramo de 1 km de longitud se hayan producido tres o más 
accidentes por atropello de dichas especies, considerando el período de los 
últimos cinco años”.  
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Sin embargo, el informe técnico de 3 de marzo de 2026, emitido por el 
Servicio Territorial de Movilidad y Transformación Digital, considera que no 
existe “alta siniestralidad” a pesar de existir la señalización P-24. En este 
sentido expone que “Los datos incluidos en el certificado aportado hacen 
referencia a un tramo de 2 km (del p.k. 47 al 49), por lo que no puede afirmarse 
tan rotundamente como se hace en el escrito de alegaciones que se trata de 
un tramo de alta siniestralidad, ya que no se aporta el dato concreto de los 
accidentes ocurridos en un tramo de un kilómetro que se define en la referida 
sentencia.  

 
»Los posibles tramos de un kilómetro de longitud en los que se 

engloba el lugar del accidente están entre los puntos kilométricos 47+500 
(límite inferior) y 49+500 (límite superior). Consultada la base de datos de la 
Consejería de Movilidad y Transformación Digital, de accidentalidad con 
animales entre esos puntos kilométricos y para el periodo 2019-2024 (cinco 
años anteriores a la fecha del accidente), se obtiene que se han producido los 
siguientes accidentes: (…)”. 

 
A continuación, indica que se han registrado tres accidentes en ese 

período (uno en 2020, en el p.k. 49,30; otro en el año 2023, en el p.k. 48,06 
y un tercero en el año 2024, en el p.k. 48,50- que es el que da lugar a esta 
reclamación-) y añade lo siguiente:  

 
 “Como puede observarse, no se cumplen las condiciones referidas 

en la Sentencia para considerarse un tramo de alta siniestralidad.  
 

»A este respecto, indicar que en abril de 2024 se publicó la Nota 
de Servicio 02/2024 de la Subdirección General de Conservación y Gestión de 
Activos de la Dirección General de Carreteras del Ministerio de Transporte y 
Movilidad Sostenible, sobre tramos con especial frecuencia de incidentes viales 
con implicación de animales. En ella se definen los tramos con especial 
frecuencia de incidentes viales con implicación de animales (TEFIVA) como 
aquellos tramos de una longitud mínima de un kilómetro en los que en los 
últimos cinco años se han registrado al menos 10 incidentes relacionados con 
fauna de cierto tamaño (superior a un zorro) y alguno de ellos haya ocasionado 
un accidente con víctimas. Y se establecen los criterios de señalización de los 
mismos.  

 
»Tal y como se indica en la citada Nota de Servicio, la definición 

de estos tramos da cumplimiento de forma homogénea en toda la red estatal 
viaria de lo dispuesto en la disposición adicional séptima del Real Decreto 
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Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial.  

 
»La definición de TEFIVA de esta Nota de Servicio, viene a 

sustituir la definición de tramo de alta siniestralidad empleada en la Sentencia 
utilizada en las alegaciones.  

 
»Se presentan los datos de accidentalidad con animales 

disponibles durante los cinco años anteriores al accidente y entre los puntos 
kilométricos 45+095 a 52+210 (tramo señalizado en el que se produjo el 
accidente) (…) 

 
»En el tramo indicado, se han producido un total de 15 

accidentes con animales, de los que 13 son con animales de tamaño superior 
a un zorro. En este número de accidentes no se han producido accidentes con 
víctimas por lo que no se puede considerar el tramo como un tramo TEFIVA”.  

 
A la vista de todo ello, no puede concluirse que se trate de un tramo de 

alta siniestralidad ni que la evolución de los accidentes de tráfico en ese tramo 
exigiera la adopción de medidas adicionales a la señalización existente para 
garantizar la seguridad vial. Así, en el año del accidente (2024) consta un único 
siniestro y tomando como referencia los cinco años previos al mismo (2020-
2024) y un tramo de 2 km (entre el p.k. 47,5 y el 49,5) únicamente figuran 
registrados- en los archivos de la Consejería de Movilidad- tres accidentes. El 
reclamante toma como referencia un tramo distinto (entre el p.k. 47,00 y 
49,00) y un período diferente (2021-2025), en el que incluye el año 2025, que 
es posterior al accidente, registrándose 8 accidentes- según el informe de la 
DGT-. Sin embargo, en ninguno de los accidentes hubo víctimas ni se cumplen 
los criterios de alta siniestralidad definidos por el Ministerio de Transporte y 
Movilidad Sostenible en el año 2024.  

 
Por último, al tratarse de una carretera convencional (de calzada única 

y doble sentido) no existe la obligación legal de instalar vallas en los laterales 
de la carretera, ni se exige ningún otro tipo de diligencia adicional para la 
seguridad vial. El accidente, por otra parte, se produjo en un tramo recto y 
con velocidad limitada a 90 km/h. 

 
En virtud de lo expuesto, puesto que no se ha acreditado una falta de 

señalización o un incumplimiento de medidas u obligaciones exigibles a la 
Administración autonómica cuya omisión haya provocado la irrupción del 
animal en la calzada, se considera que la Administración cumplió con sus 
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obligaciones de conservación y señalización de la vía, de acuerdo con el 
estándar exigible al servicio público, por lo que la reclamación debe 
desestimarse. 

 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por ssss Seguros y Reaseguros, S.A, debido a los daños 
ocasionados en un accidente por la irrupción de un animal en la calzada. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


